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RESOLUCIÓN No. 014-DE-ABG-2024 
 

MGS. JEAN PIERRE CADENA MURILLO 
 

DIRECTOR EJECUTIVO AGENCIA DE REGULACIÓN Y CONTROL DE LA 
BIOSEGURIDAD Y CUARENTENA PARA GALAPÁGOS 

 
CONSIDERANDO: 

 
Que, el artículo 76 de la Constitución de la República establece: “En todo proceso en 

el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará 
el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: 
 
1. Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el 
cumplimiento de las normas y los derechos de las partes. 
2. Se presumirá la inocencia de toda persona, y será tratada como tal, mientras 
no se declare su responsabilidad mediante resolución firme o sentencia 
ejecutoriada. 
3. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, al 
momento de cometerse, no esté tipificado en la ley como infracción penal, 
administrativa o de otra naturaleza; ni se le aplicará una sanción no prevista 
por la Constitución o la ley. Sólo se podrá juzgar a una persona ante un juez o 
autoridad competente y con observancia del trámite propio de cada 
procedimiento. 
4. Las pruebas obtenidas o actuadas con violación de la Constitución o la ley 
no tendrán validez alguna y carecerán de eficacia probatoria. 
5. En caso de conflicto entre dos leyes de la misma materia que contemplen 
sanciones diferentes para un mismo hecho, se aplicará la menos rigurosa, aún 
cuando su promulgación sea posterior a la infracción. En caso de duda sobre 
una norma que contenga sanciones, se la aplicará en el sentido más favorable 
a la persona infractora. 
6. La ley establecerá la debida proporcionalidad entre las infracciones y las 
sanciones penales, administrativas o de otra naturaleza. 
7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: 
a) Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado 
del procedimiento. 
b) Contar con el tiempo y con los medios adecuados para la preparación de su 
defensa. 
c) Ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad de condiciones. 
d) Los procedimientos serán públicos salvo las excepciones previstas por la 
ley. Las partes podrán acceder a todos los documentos y actuaciones del 
procedimiento. 
e) Nadie podrá ser interrogado, ni aún con fines de investigación, por la 
Fiscalía General del Estado, por una autoridad policial o por cualquier otra, sin 
la presencia de un abogado particular o un defensor público, ni fuera de los 
recintos autorizados para el efecto. 
f) Ser asistido gratuitamente por una traductora o traductor o intérprete, si no 
comprende o no habla el idioma en el que se sustancia el procedimiento. 
g) En procedimientos judiciales, ser asistido por una abogada o abogado de su 
elección o por defensora o defensor público; no podrá restringirse el acceso ni 
la comunicación libre y privada con su defensora o defensor. 
h) Presentar de forma verbal o escrita las razones o argumentos de los que se 
crea asistida y replicar los argumentos de las otras partes; presentar pruebas y 
contradecir las que se presenten en su contra. 
i) Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia. Los 
casos resueltos por la jurisdicción indígena deberán ser considerados para este 
efecto. 
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j) Quienes actúen como testigos o peritos estarán obligados a comparecer ante 
la jueza, juez o autoridad, y a responder al interrogatorio respectivo. 
k) Ser juzgado por una jueza o juez independiente, imparcial y competente. 
Nadie será juzgado por tribunales de excepción o por comisiones especiales 
creadas para el efecto. 
l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá 
motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos 
en que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los 
antecedentes de hecho. Los actos administrativos, resoluciones o fallos que no 
se encuentren debidamente motivados se considerarán nulos. Las servidoras o 
servidores responsables serán sancionados. 
m) Recurrir el fallo o resolución en todos los procedimientos en los que se 
decida sobre sus derechos”;  
 

Que, el artículo 82 de la Constitución de la República establece: “El derecho a la 
seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la 
existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las 
autoridades competentes”; 

 
Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador dispone que “las 

instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o 
servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal 
ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en 
la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el 
cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos 
reconocidos en la Constitución”; 

 
Que,  el artículo 41 de la Ley Orgánica de Servicio Público estipula que la servidora o 

servidor público que incumpliere sus obligaciones o contraviniere las 
disposiciones de esta Ley, sus reglamentos, así como las leyes y normativa 
conexa, incurrirá en responsabilidad administrativa que será sancionada 
disciplinariamente, sin perjuicio de la acción civil o penal que pudiere originar el 
mismo hecho. La sanción administrativa se aplicará conforme a las garantías 
básicas del derecho a la defensa y el debido proceso; 

 
Que, el artículo 80 del Reglamento a la LOSEP estipula que: “Todas las sanciones 

disciplinarias determinadas en el artículo 43 de la LOSEP, serán impuestas por 
la autoridad nominadora o su delegado, y ejecutadas por la UATH, previo el 
cumplimiento del procedimiento establecido en este Reglamento General”; 

 
Que, el procedimiento administrativo para el ejercicio de la potestad sancionadora es 

especial, de acuerdo con lo prescrito en los artículos 42 numeral 7 y 134 inciso 
final del Código orgánico Administrativo. 

 
Que,  el artículo 134 del Código Orgánico Administrativo determina: “Procedencia. 

Las reglas contenidas en este Título se aplican al procedimiento administrativo, 
a los procedimientos especiales y a los procedimientos para la provisión de 
bienes y servicios públicos, en lo que no afecte a las normas especiales que 
rigen su provisión. No se aplicarán a los procedimientos derivados del control 
de recursos públicos. 
Los reclamos administrativos, las controversias que las personas puedan 
plantear ante las administraciones públicas y la actividad de la administración 
pública para la que no se prevea un procedimiento específico, se sustanciarán 
en procedimiento administrativo. 
Los procedimientos para el ejercicio de la potestad sancionadora y la 
ejecución coactiva son especiales y se regulan en el Libro Tercero de este 
Código” (Las negrillas me pertenecen); 
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Que, el artículo 248 del Código Orgánico Administrativo determina: “Garantías del 

procedimiento. El ejercicio de la potestad sancionadora requiere procedimiento 
legalmente previsto y se observará: 1. En los procedimientos sancionadores se 
dispondrá la debida separación entre la función instructora y la sancionadora, 
que corresponderá a servidores públicos distintos. (…)”; 

 
Que, el Libro Tercero, Título I, Capítulo Tercero del Código Orgánico Administrativo, 

establece el procedimiento para sustanciar los procedimientos administrativos 
sancionadores; 

 
Que,   la resolución N.- 013-DE-ABG-2024, de fecha 03 de junio 2024, establece la 

separación de funciones para la sustanciación de los procedimientos 
administrativos sancionatorios por faltas disciplinarias previstas en la LOSEP; 

 
Que, los procedimientos administrativos sancionadores se regulan por procedimiento 

especial establecido en el Código Orgánico Administrativo, debiéndose 
disponer la separación entre la función instructora y la sancionadora que 
corresponderá a servidores públicos distintos de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 248 numeral 1 del Código Ibidem, adicionalmente de observar y 
respetar el debido proceso y seguridad jurídica contemplados en los artículos 
76 (numeral 7) y 82 de la Constitución de la República; 

 
En ejercicio de las atribuciones concedidas en los artículos 226 de la Constitución de 
la República del Ecuador y artículo 80 del Reglamento a la Ley Orgánica del Servicio 
Público; 

 
RESUELVE: 

 
Artículo 1.- Derogar los artículos 82 y 88 de la Resolución N.- 005-DE-ABG-2021, de 
fecha 18 de enero 2021. 
 

DISPOSICIÓN FINAL 
 
Primera.- De la ejecución de la presente resolución, encárguese a la Subdirección 
Administrativa Financiera y a la Responsable de la UATH institucional del ABG. 
 
Segunda.- De la distribución y publicación en el Registro Oficial de la presente 
resolución encárguese a la Subdirección de Asesoría Jurídica; y, de su publicación en 
la página web institucional encárguese al Proceso de Comunicación Social. 
 
Esta resolución entrará en vigor a partir de su suscripción sin perjuicio de su 
publicación en el Registro Oficial. 
 
 
Dado, en Puerto Ayora, a los 24 días del mes de junio 2024. 
 

 
 
 
 

Mgs. Jean Pierre Cadena Murillo 
DIRECTOR EJECUTIVO 

AGENCIA DE REGULACION Y CONTROL DE LA 
BIOSEGURIDAD Y CUARENTENA PARA GALAPAGOS-ABG 
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